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Introducción

El presente informe fue elaborado de manera participativa por organizaciones de y para personas con discapacidad del Paraguay, CONAPRODIS (Coordinadora Nacional por la promoción de los Derechos de las Personas con discapacidad), ARIFA (Asociación de Rehabilitación del Impedido Físico), ACIP (Asociación de ciegos del Paraguay), Centro de Sordos del Paraguay , Asociación de Bipolares de Asunción, FEPANE            (Federación Paraguaya de Padres de Personas con necesidades especiales ), Asociación Paraguaya de Sordos , Fundación SARAKI,  Fundación Teletón, Fundación Solidaridad, Asociación de Adultos Mayores Sordos del Paraguay, Asociación de Sordos de la ciudad de Coronel Oviedo, Asociación de Impedidos físicos de Alto Paraná ,AREPE( Asociación Recreativa Educacional para Personas  con discapacidad), APAPEMI, APAMAP, CEDINANE, Coordinadora de Consejos de y para Personas con Discapacidad de Municipios del Departamento Central. 
El objetivo inmediato de este informe es facilitar al Comité de la CDPD información precisa sobre la situación de los derechos humanos de las personas con discapacidad en el Paraguay, de cara a que la misma pueda ser tenida en cuenta en la elaboración de las Observaciones Finales que va a ser presentada al Estado Paraguayo por parte del Comité de la CDPD en la sesión del mes de abril próximo
Algunos comentarios generales y elementos más destacados

Paraguay fue uno de los primeros países en presentar el informe de Estado al Comité de la CDPD, prácticamente a los dos años de la entrada en vigor de la CDPD en Paraguay. Aunque en dicho informe, se menciona que el Estado consultó con las organizaciones de personas con discapacidad, esta consulta no fue dirigida a las redes que aglutinan a las organizaciones de personas con discapacidad.  La consulta por parte del Estado a las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSCs) se redujo a la solicitud de información sobre Proyectos Institucionales vía correo electrónico. Se aclara que las OSCs no participaron en la redacción del informe oficial.
Paraguay es el único país del Mercosur que no cuenta con una legislación de protección contra la discriminación. En el Paraguay faltan normativas y leyes que aseguren la implementación de medidas de accesibilidad integral. Si bien existe un Proyecto de Ley de Accesibilidad al Medio Físico aprobado por ambas cámaras y en proceso de promulgación, y Normativas de Transporte Accesible, en cuya elaboración participaron algunas organizaciones de y para personas con discapacidad, faltaría complementar las mismas con el marco legal que abarque todos los aspectos de la accesibilidad.

En Diciembre de 1996 se presentó la primera propuesta del proyecto de ley para la creación de la Secretaría Nacional de Discapacidad, formulada por organizaciones de personas con discapacidad; la misma tuvo entrada por plenaria a la Cámara de Diputados y derivada a comisiones para su estudio; quedando el proyecto archivado. Posteriormente, en octubre de 2010, se presentó una nueva propuesta, también a  la Cámara de Diputados, que pretende ser una amplia legislación sobre los derechos de las personas con discapacidad. Esta propuesta, desde su origen, fue elaborada sin la participación de las ONGs de y para las personas con discapacidad. El proyecto original fue presentado en la Cámara de Diputados, en tanto que en la Cámara de Senadores, cuando pasó para  su  estudio y sanción, las organizaciones de y para personas con discapacidad pudieron hacer una intervención y presentar una propuesta con modificaciones. La misma fue aprobada por la plenaria de dicha Cámara  incluyendo la propuesta del Senador Marcelo Duarte, de la Comisión de Legislación que sugiere que el Instituto Nacional de Protección a Personas Excepcionales (INPRO) pase a ser la Dirección de Protección y Rehabilitación dependiente de la SENADIS, y así fue devuelta a Diputados donde fue aprobada. 

La inclusión del INPRO como Dirección de Protección y Rehabilitación en la SENADIS, no contó con la aprobación y apoyo de un sector de las organizaciones de y para personas con discapacidad, quienes manifestaron su disconformidad con las alteraciones realizadas a la propuesta inicial del sector. 

Una de las características más destacadas de la situación en el Paraguay es la enorme diferencia existente entre la situación de las personas con discapacidad en la capital, Asunción, con la del resto del país. Lo que se puede describir como de ausencia casi total del Estado fuera de la capital.

Hasta el año 2012 la cifra oficial sobre personas con discapacidad en el Paraguay  era del 1%, cifra que está claramente por debajo del porcentaje que se maneja en el ámbito internacional. Actualmente se encuentra en proceso el informe final sobre el último Censo Nacional de población llevado a cabo en el año 2012.  Conforme a los datos proveídos por la Dirección General de Estadísticas Encuestas y Censos, el porcentaje preliminar de personas con discapacidad, basado en el 80% de viviendas censadas, es  superior al 12%. Este Censo fue una primera experiencia de trabajo articulado entre el Estado y algunas organizaciones de la sociedad civil, que tuvo sus aciertos y sus errores, los cuales se detallan en el apartado correspondiente al Artículo 31. Las inexactitudes y deficiencias en la toma de datos, generó la reacción de la ciudadanía, debido a que numerosos hogares no fueron censados. En los medios de comunicación masivos y las redes sociales las personas con discapacidad manifestaron su preocupación por las preguntas incorporadas al Censo referidas a las personas con discapacidad. Uno de los aspectos que generó confusión fue el uso de la palabra mongólico, como aclaratoria de la pregunta de la  discapacidad intelectual, incorporación que fue propuesta por organizaciones de personas con discapacidad intelectual luego de participar de la puesta a prueba de la boleta censal.
El cambio de Gobierno producido añade cierto elemento de incertidumbre en cuanto a cómo esto impactará en la aplicación de la CDPD, así como en la representación del Gobierno del Paraguay ante el Comité de la CDPD. Aunque no se avizora un retroceso en las acciones ya emprendidas, el accionar del gobierno instalado está limitado por el periodo constitucional que le resta, ya que deben realizarse las elecciones en abril de 2013. 
Artículo 5: Igualdad y no discriminación

Cómo se indica en el informe de Estado, Paraguay incluye la protección contra la discriminación en el artículo 46 de la Constitución Nacional, pero no se menciona de forma expresa ningún tipo de motivo.

No obstante, Paraguay no cuenta con ningún tipo de legislación amplia sobre no discriminación. Desde el año 2007, existe un proyecto de ley denominado Ley Contra Toda Forma de Discriminación, que fue preparado por un conjunto de organizaciones de derechos humanos, incluidas organizaciones de personas con discapacidad. El propio informe de Estado comenta en una nota  al pie de página que este proyecto de ley sigue pendiente de dictamen  en la Cámara de Senadores. Las organizaciones de y para personas con discapacidad creen que una de las dificultades que dilatan el proceso de tratamiento y aprobación de esta Ley es la visión conservadora de determinados grupos políticos y sociales respecto a ciertos colectivos de personas cuyas reivindicaciones son tratadas en la propuesta. Por tanto habría que analizar la conveniencia de contar con una Ley específica contra la discriminación de las personas con discapacidad.

Este proyecto de ley incluye la protección contra la discriminación por motivo de discapacidad, pero habría que revisar el texto de cara a que esté totalmente en línea con el texto de la CDPD. En particular, es importante destacar que la denegación de un ajuste razonable, cuando así se requiera de forma individual, figure como una forma de discriminación.

Por otro lado, nos encontramos con normativa confusa cómo la Ley 1626/00 “De la función pública” que por un lado en su artículo 23 indica que la discapacidad física no será impedimento para el ingreso  a en la función pública, mientras que por otro lado en su artículo 40 prevé la cesantía de la relación laboral en caso de inhabilidad física o mental.

Durante los talleres de elaboración del presente informe celebrados en Asunción, se comentaron casos de personas con discapacidad a las que se les prohibió el acceso a determinadas instalaciones y servicios abiertos al público. La ausencia de una legislación amplia de no discriminación permite que este tipo de situaciones se den, sin que sea posible emprender acciones legales.

	RECOMENDACIÓN: 
Se recomienda al Estado Parte la creación y promulgación participativa por parte del Estado y las organizaciones de y para personas con discapacidad, de una Ley General de No Discriminación hacia las Personas con Discapacidad que proteja a las mismas contra todo tipo de discriminación y promueva la aplicación de las medidas afirmativas y ajustes razonables pertinentes para su plena participación en la sociedad.


Artículo 8: Toma de conciencia
En Paraguay, se utiliza una gran variedad de términos para referirse a las personas con discapacidad, “personas con capacidades diferentes”, “personas con diversidad funcional”, impedidos, excepcionales, inválidos, personas con necesidades especiales y discapacitados, entre otros. Los representantes de las OSCs consideran de suma importancia armonizar la terminología, inclinándose claramente por la terminología utilizada en la CDPD. 

No existe una palabra para “persona con discapacidad” en guaraní, lo que dificulta la elaboración de campañas de sensibilización para personas que utilizan el guaraní como  primera lengua, en especial dentro del entorno educativo.

La discapacidad no es visibilizada en los diferentes contextos: salud, educación, empleo, ocio, etc. Por ejemplo: si hay campañas por el derecho de los niños/as o de las mujeres,  no se da participación  a niños/niñas, mujeres con discapacidad; en los libros o textos educativos no se visibiliza  a las personas con discapacidad ni se trata el tema como algo natural, simplemente NO EXISTEN.
Recientemente se ha lanzado una campaña contra los accidentes de tráfico y en difusión del uso del cinturón de seguridad, en la cual se utiliza la imagen de una silla de ruedas para alertar de los peligros de los accidentes de tráfico. Algunas organizaciones de personas con discapacidad han emprendido acciones en contra de esta campaña, ya que la misma contribuye a la visión negativa que la sociedad tiene con respecto a las personas con discapacidad.

	RECOMENDACIÓN: 
Se insta al el Estado Paraguayo que diseñe e implemente una política que asegure el uso adecuado de la terminología referida a las personas con discapacidad, en todos los ámbitos del país, conforme a lo establecido en la CDPD y que  genere los mecanismos pertinentes para la aplicación, divulgación y difusión de su uso. La terminología que deberá incluirse es la que se utiliza en la CDPD.


Artículo 9: Accesibilidad

Las principales carencias en materia de accesibilidad destacadas por los participantes en la elaboración del informe, fueron las siguientes:

· No hay acceso a la información en emergencias, televisión, eventos públicos, señales de tránsito y actividades recreativas, no hay formatos accesibles en páginas web. (No hay interpretes de lengua de señas o subtítulos)

· El transporte aéreo y terrestre no es accesible

· No se respetan los estacionamientos ni los asientos reservados en el transporte público para personas con discapacidad.

· No se cuenta con intérpretes de lengua de señas para el acceso a los servicios del gobierno tales como la justicia o  la salud, debiendo proveerlos las propias asociaciones de personas sordas.

· Los edificios públicos y las instalaciones deportivas no son accesibles. Existen normas municipales en la capital para asegurar la accesibilidad en los edificios, pero las mismas no se cumplen ni se sanciona su incumplimiento. 
· La atención a las personas con discapacidad por parte de los servicios que se prestan al público en general es deficitaria: no hay actitud positiva, hay indiferencia, sobreprotección o directamente exclusión.
· No se conocen y por lo tanto no se aplican las adecuaciones necesarias para el acceso a los servicios para personas con discapacidad intelectual como por ejemplo el uso de formatos de fácil lectura, la utilización de facilitadores de apoyo en el ámbito laboral y educativo, entre otras estrategias.

Los/as participantes en la elaboración del informe, asimismo, dejaron claro que el trabajo en la elaboración de estándares de accesibilidad debe  estar complementado con una legislación que obligue a respetar  dichos estándares, que deben ser de cumplimiento obligatorio para toda nueva infraestructura. La ausencia de una legislación vinculante y con sanciones por incumplimiento, dejará el acatamiento a los criterios de accesibilidad a la libre voluntad de los organismos públicos y entidades privadas. Como ya se mencionó en anteriores párrafos, algunas organizaciones trabajaron en una propuesta de Ley de Accesibilidad al medio físico, que ya fue aprobada por ambas cámaras y está en proceso de promulgación; así mismo existen normativas de transporte accesible pero no tienen carácter obligatorio.
	RECOMENDACIONES: 
Se recomienda al Estado Paraguayo promulgar una Ley de accesibilidad integral de cumplimiento efectivo, que considere el principio de accesibilidad universal. Para la elaboración de esta Ley se deberá garantizar la participación activa de las organizaciones de y para personas con discapacidad.

Esta Ley debe incluir la accesibilidad física, comunicacional, de información, los servicios de apoyos necesarios y los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, para la inclusión efectiva de todas las personas con discapacidad, en los espacios abiertos al público  o de uso público  tanto de la capital como del interior del país.

Se recomienda al Estado Paraguayo asegurar la existencia y aplicación efectiva de normas de prevención de emergencias así como protocolos de evacuación en situaciones de riesgo, accesibles para los personas con discapacidad.


Artículo 12: Igual reconocimiento como persona ante la ley

El propio informe de Estado recoge, aunque no en la sección relativa al artículo 12, diversas disposiciones de la normativa paraguaya, en especial su Código Civil, su  Código Civil Procesal y su Ley Electoral que claramente violan lo establecido en el artículo 12 de la CDPD.

En la práctica, la fórmula de la inhabilitación es usada en especial por aquellas familias que cuentan con patrimonio. Aunque estas situaciones se dan en especial con personas con discapacidad intelectual, hay también situaciones de inhabilitación total de personas con discapacidad psicosocial, así como de personas sordas.

 Asimismo, son también frecuentes las barreras con la cuales  se enfrentan  las personas con discapacidad a la hora de abrir una cuenta bancaria, firmar un contrato de préstamo, así como convertirse en socios de una cooperativa. También se ha informado de casos en los que una persona sorda en situación de curatela ha tenido problemas de cara a poder contraer matrimonio ante la no autorización por parte de los padres.

	RECOMENDACIÓNES:
Se solicita al Estado Parte la creación de una comisión multidisciplinar dentro del Congreso que incluya, entre otros, a operadores jurídicos, representantes de la SENADIS y representantes de las organizaciones de personas con discapacidad más comúnmente afectadas por situaciones de inhabilitación judicial, para elaborar una propuesta de revisión de los artículos relevantes del Código Civil de cara a asegurar que ninguna persona con discapacidad sea inhabilitada judicialmente, eliminando las actuales figuras de tutela y curatela y creando nuevas figuras jurídicas y servicios que provean el apoyo necesario para la autodeterminación de  aquellas personas con discapacidad que así lo requieran.
Asimismo se sugiere que el Estado Paraguayo a través del Congreso Nacional realice una revisión sistemática de la legislación existente, garantizando  la participación activa de las personas con discapacidad, a  fin de lograr la armonización de las leyes acorde a lo establecido en la CDPD. Para el efecto se recomienda el trabajo articulado entre la SENADIS, (las organizaciones representativas del sector) y el Frente Parlamentario Paraguayo por los derechos de las personas con discapacidad. 


Artículo 13: Acceso a la justicia
Hay muchas dificultades a nivel general para acceder a la justicia en sus diferentes instancias: las que se encargan del diseño, implementación y evaluación de las políticas del sistema judicial, el ámbito de los servidores de justicia, el de los abogados y otros profesionales y el sistema policial.

Las instancias donde se realizan denuncias no están sensibilizadas, capacitadas y no cuentan con los recursos para facilitar el acceso a este servicio para las personas con discapacidad. Como ejemplo se pueden destacar el caso de personas con discapacidad visual, que queriendo hacer su denuncia en casos de agresión o maltrato han sido rechazados de este derecho por que los funcionarios alegaban que “no podrían reconocer a su agresor” e inclusive demostraron maltrato y burla sobre todo hacia mujeres.

Situaciones similares viven personas con discapacidad intelectual y psicosocial, que no son reconocidos muchas veces como capaces de realizar una denuncia, desacreditando su testimonio, por lo que estas personas no realizan demandas debido a esta situación.

Con referencia a las personas sordas, el sistema de Justicia no cuenta con intérpretes de Lengua de Señas, en el caso de que personas con discapacidad auditiva requieran del apoyo de un intérprete, el mismo debe ser proveído por el afectado o la familia.

Hay desconocimiento acerca de la Convención sobre los Derechos de las Personas con discapacidad a nivel de las diferentes instancias de acceso a la justicia y por lo tanto no se aplican las medidas necesarias para garantizar este derecho en el marco de un enfoque inclusivo.

La Corte Suprema de Justicia ratificó las 100 Reglas de Brasilia, relacionadas al Acceso a la Justicia para Personas en condición de Vulnerabilidad, donde se incluye a personas con discapacidad. En el Capítulo 1 , punto 3, enciso 8 se habla de que “Se procurará establecer las condiciones necesarias para garantizar la accesibilidad de las personas con discapacidad al sistema de justicia, incluyendo aquellas medidas conducentes a utilizar los servicios judiciales requeridos y disponer de todos los recursos que garanticen su seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, privacidad y comunicación.”. Y en el Capitulo 3, Punto 5, enciso 77 se menciona que “Se facilitará la accesibilidad de las personas con discapacidad a la celebración del acto judicial, en el que deban intervenir, y se promoverán en particular la reducción de barreras arquitectónicas, facilitando tanto el acceso como la instancia en los edificios judiciales”. 
A casi 3 años de la ratificación de esta normativa, se realizaron algunas adecuaciones de infraestructura y de acceso a la información como rampas, ascensores y baños accesibles, además se habilitó una Mesa de Información y Orientación Judicial, donde se cuenta con personal para acompañamiento a personas en situación de vulnerabilidad, pero no se conoce de ningún Plan que garantice el efectivo y amplio cumplimiento de estas reglas que deberían abarcar otros aspectos que garanticen el acceso de todas las personas con discapacidad.
	RECOMENDACIONES:

 Se recomienda al Estado Parte que las diferentes instancias relacionadas con el acceso a la justicia tales como la Corte Suprema de Justicia y el Ministerio Público, entre otras, tomando como base las 100 Reglas de Brasilia y la CDPD, realicen un análisis articulado y efectivo, con la activa participación de organizaciones de y para personas con discapacidad, en relación a los procedimientos de acceso a la justicia, identificando las dificultades para acceder a este derecho por parte de las personas con discapacidad y que a partir de ahí establezcan y apliquen soluciones efectivas a corto y mediano plazo para garantizar el acceso a la justicia para todas las personas con discapacidad.

Se alienta al Estado Paraguayo incorporar en las capacitaciones para las diversas instancias vinculadas con el acceso a la justicia, la sensibilización y la formación con respecto a las personas con discapacidad en el marco de la CDPD.


Artículo 14: Libertad y seguridad de la persona

Paraguay cuenta con un único hospital público psiquiátrico en Asunción, y conforme al informe del gobierno, se cuenta con un pabellón especial para personas con discapacidad psicosocial en el penal de Tacumbú. Sin embargo y de acuerdo a las autoridades del penal consultadas, en este momento este pabellón no está destinado exclusivamente a las personas con discapacidad psicosocial debido a la superpoblación existente, motivo por el cual el espacio es utilizado de manera conjunta por personas privadas de su libertad con y sin discapacidad.
Ambos han sido objeto de visita por parte del Subcomité para la Prevención de la Tortura de Naciones Unidas en marzo de 2009, el cuál realizó las siguientes recomendaciones:

Recomendación referida al neuropsiquiátrico de Asunción:

“224. El Subcomité recomienda que se ofrezcan a los pacientes una mayor cantidad de oportunidades de participar en actividades de rehabilitación. El Subcomité recomienda también que todos los pacientes cuenten con casilleros donde puedan guardar sus efectos personales.”

Recomendaciones más generales y referidas al penal de Tacumbú:

“292.
El Subcomité recomienda que el Paraguay adopte legislación que garantice los derechos de los pacientes con discapacidad mental que se encuentren privados de libertad y/o sean tratados en contra de su voluntad. El Subcomité recomienda asimismo que las personas privadas de libertad con discapacidades mentales sean trasladas lo antes posible a instituciones especializadas dirigidas por médicos.

293.
El Subcomité recomienda que el mobiliario y el techo del pabellón de personas con discapacidad de la Penitenciaría Nacional de Tacumbú sean reparados, y que se inicien programas de actividades para aquellos pacientes que estén en condiciones de participar en dichos programas y deseen hacerlo.”
	RECOMENDACIÓN: 
Se insta al Estado Paraguayo planificar de manera articulada con las organizaciones de y para personas con discapacidad y la Defensoría del Pueblo, la aplicación de las recomendaciones hechas por el Subcomité para la Prevención de la Tortura de Naciones Unidas, en marzo de 2009, en relación al mejoramiento de las condiciones de vida de los pacientes del Hospital Neurosiquiátrico, y en relación a las personas con discapacidad privadas de libertad que se encuentran en el Penal de Tacumbú, así como, otras penitenciarias del país y clínicas privadas. 


Artículo 16: Protección contra la explotación, la violencia y el abuso

Los participantes en el taller se refirieron a casos de trata de personas que afectan en especial a las mujeres con discapacidad. La ausencia de campañas de protección que sean accesibles,  hace que las mujeres con discapacidad se encuentren en una situación de mayor riesgo ante este tipo de situaciones.

Se informó también de numerosas situaciones de violencia doméstica que enfrentan las mujeres con discapacidad, quienes no cuentan con la información ni con los servicios necesarios para enfrentarse a este tipo de situaciones.

Asimismo, los participantes reportaron de situaciones de explotación económica hacia  las personas con discapacidad por parte de empresas privadas, así como de situaciones de acoso laboral.
La situación de las personas con discapacidad intelectual, así como de algunas personas sordas es lamentable en cuanto a este artículo, se tienen numerosos casos de jóvenes que han conseguido trabajo y que su sueldo en lugar de ser utilizado por el trabajador, es totalmente utilizado por los familiares o tutores, pasando por encima de la voluntad de la persona, llegando a hacerles sentir que es un “deber” darles todo su sueldo a sus tutores. 

También se han evidenciado casos de acoso y abuso sexual en el entorno laboral y familiar: jóvenes con discapacidad intelectual y sordera, que por no tener acceso a información pertinente acerca de la sexualidad son abusados y acosados por familiares y compañeros de trabajo.

También es una realidad la situación de “mendicidad” de muchas personas con discapacidad, a las que se ve recorriendo las calles pidiendo dinero u ofreciendo mercaderías. Muchos de ellos son directamente adiestrados y explotados para este fin por terceras personas.
	RECOMENDACIONES: 
Se recomienda al Estado Paraguayo incorporar los derechos de las personas con discapacidad en todas las campañas y acciones formativas y sensibilizadoras relacionadas con el abuso, la violencia y la explotación, con atención especial a las mujeres, niños, niñas y personas mayores, dando participación a organizaciones de y para personas con discapacidad. 
Que la Defensoría del Pueblo aplique medidas de control y seguimiento de las condiciones de vida en las instituciones, penales y hospitales donde se alberguen personas con discapacidad, tomando en cuenta indicadores para identificar malos tratos y abusos y articulando para ello con organizaciones de y para personas con discapacidad.


Artículo 18: Libertad de desplazamiento y nacionalidad

El propio informe de Estado recoge las disposiciones discriminatorias por discapacidad que recoge la Ley 978/96, indicándose que la misma será modificada en breve.

Existe en Paraguay un elevado número de personas con discapacidad que no cuentan con su cédula de identidad, lo que dificulta, cuando no impide, el acceso a la salud y a la educación. Aunque esta situación, que se da sobre todo en las zonas rurales, no es exclusiva de personas con discapacidad, sí parece que las personas con discapacidad y en especial los niños están especialmente afectados por esta situación.

Aunque obviamente no hay cifras sobre el tamaño de la población con discapacidad sin documento de identidad,  el proyecto que llevó a cabo, durante un año, la organización FEPANE (Federación Paraguaya de Padres de Personas con Necesidades Especiales)  identificó a 1800 personas con discapacidad que no contaban con cédula de identidad.

	RECOMENDACIONES:  

Con respecto a la Cedulación, se recomienda al Estado que el Departamento de Identificaciones de la Policía Nacional realice en articulación con organizaciones de y para personas con discapacidad, y otros referentes del Estado como Centros de Salud, DGEC, CODENIS y otras instituciones involucradas, una Campaña Nacional de Cedulación que incluya a las personas con discapacidad, a fin de identificar a aquellas personas con no cuentan con documentos de identidad. 
Así mismo, se recomienda que este Departamento establezca los procedimientos efectivos y accesibles para garantizar el acceso a la Cedulación para las personas con todo tipo de discapacidad, en la capital y en todas sus oficinas regionales; asesorándose para ello con organizaciones de la sociedad civil de y para personas con discapacidad.

Con respecto a la Ley de Migraciones se recomienda al Estado realizar las modificaciones en el artículo 6, incisos 2 y 3, relacionados con la “admisión de extranjeros por defectos físicos o psíquicos congénitos o adquiridos o enfermedad mental”, los cuales contienen disposiciones discriminatorias hacia las personas con discapacidad, considerando también el uso de la terminología adecuada.


Artículo 19: Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad

Una de las situaciones más graves de violación al derecho a ser incluido en la comunidad se traduce en una serie de hogares específicos para niños y niñas con discapacidad, así como también hogares para niños/as sin discapacidad donde hay niños/as con discapacidad viviendo en condiciones deficitarias. En muchos de estos centros, los niños con discapacidad, una vez que entran en los mismos, no tienen apenas perspectiva de abandonarlos durante el resto de su vida.
Referentes de ONGs de y para personas con discapacidad, a fin de recabar datos para la redacción del presente informe, han realizado visitas a tres hogares donde viven niños, niñas, jóvenes y adultos con discapacidad (Hogar Guadalupe, Hogar Albino Luis ubicados en Asunción y Pequeño Cottolengo de la ciudad de Mariano Roque Alonso).

 En el hogar Guadalupe conviven 46 niños, niñas y jóvenes en guarda judicial. Del total de la población en este hogar, vive una niña de 14 años y un joven indígena (no supieron referir con precisión la edad, la misma oscila entre los 17 a 19 años) con discapacidad intelectual y una adolescente de 17 años con discapacidad visual. De las tres personas solo una de las niñas posee un vínculo con su familia, pero el mismo es muy débil. Del joven indígena se desconoce su identidad, motivo por el cual carece de documentos. 

Con referencia a la escolarización de los mismos, la responsable refirió que solamente una de las niñas asiste a un taller laboral pero que no cuentan con educación formal en centros educativos. El hogar no cuenta con profesionales competentes para la asistencia de estas tres personas con discapacidad y la infraestructura edilicia es deficiente e insuficiente  para el número de niños/as y jóvenes que alberga.
En el Hogar Albino Luis viven 22 personas con discapacidad física e intelectual, el menor tiene 6 meses y el mayor, 52 años de edad. Todas las personas llegan al hogar por orden de la justicia. Asimismo la responsable del Hogar informó que realizan el monitoreo de 11 personas con discapacidad que fueron adoptados por familias. Del total de la población, siete niños/as se encuentran escolarizados en el Centro Educativo Esperanza, perteneciente al hogar.
Este Hogar cuenta con padrinos que solventan en parte los costos de atención de las 22 personas, las que residen en el hogar tienen sesiones de fisioterapia de lunes a sábados y a los once niños/as del interior les atienden a domicilio; también organizan actividades recreativas una vez por mes.
El Hogar Pequeño Cottolengo se encuentra ubicado en las afueras del centro capitalino, posee un amplio predio donde convergen dos pabellones separados para hombres y mujeres.

En el pabellón de mujeres viven 34 niñas, jóvenes y adultas con discapacidad física, intelectual y visual.

En el pabellón de hombres viven 30 niños, jóvenes y adultos con discapacidad física, intelectual y visual.

Conforme a manifestaciones del responsable, un grupo de la población está escolarizado en un centro que funciona en el mismo predio del hogar, también se llevan a cabo actividades recreativas. 

Con referencia al vínculo con sus respectivas familias, el responsable manifestó que es prácticamente nulo. 

Aunque el informe de Estado indica que no existe en Paraguay la posibilidad de privar a nadie de su libertad por motivo de su discapacidad, la situación del hospital psiquiátrico de Asunción merita una reflexión, además de los comentarios reflejados en la sección relativa al artículo 14. Es necesario que se transfieran recursos del hospital a los servicios comunitarios de salud, lo que permitiría la salida de los pacientes y su inclusión en la comunidad. Asimismo, es de destacar que las propias organizaciones de personas con discapacidad psicosocial están trabajando en un anteproyecto de Ley de Salud Mental que incluiría, entre otras cosas, una relación de los derechos de las personas con discapacidad psicosocial.

También en relación a este derecho, se debe destacar que en el sistema educativo “especial” no hay un perfil de salida definido que contemple el desarrollo de habilidades sociales y de independencia para las personas con discapacidad intelectual, así como para las personas sordas, ante esta ausencia de una definición curricular, las “escuelas especiales” implementan los programas que a ellos les parece adecuado implementar, sin tener ninguna exigencia por parte del Estado en cuanto al desarrollo de habilidades que en el futuro les permitan a los niños y jóvenes desempeñarse de manera autónoma en la comunidad. 
Las escuelas especiales para personas sordas no cuentan con planes y programas basados en las características de las personas sordas, no hay estrategias para la educación bilingüe de las personas sordas que incluyan la lengua de señas. 

 Esto acarrea pocas posibilidades de participación comunitaria para este colectivo de personas, perpetuando su exclusión. 
	RECOMENDACIONES: 
Se recomienda al Estado Paraguayo diseñar y aplicar de manera articulada con las organizaciones de y para personas con discapacidad, un sistema de familias acogedoras para niños/as con discapacidad que no cuenten con vínculos familiares, a fin de evitar la institucionalización de los mismos. 
Se insta al Estado Paraguayo diseñar e implementar un Plan de Desinstitucionalización progresiva de los hogares, hospitales e instituciones que albergan a personas con discapacidad, a fin de asegurar su incorporación a la vida comunitaria.


Artículo 21: Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información

En el año 2011 fue promulgada la Ley de Lenguas que incluye la Lengua de Señas de las personas sordas. Esta ley aún precisa ser reglamentada para su efectiva implementación.
En el Paraguay, existe un desconocimiento generalizado acerca de las adecuaciones necesarias para que las personas con discapacidad intelectual puedan acceder a la información, como por ejemplo los formatos de fácil lectura, el uso de símbolos, gráficos, y otras estrategias que deberían ser aplicadas para asegurar el derecho a la opinión y acceso a la información. 

Como avance en el acceso a la información y a la comunicación de las personas sordas, se menciona la puesta en marcha del Centro de Relevo, para garantizar la comunicación accesible para la comunidad sorda del Paraguay en formato adecuado a las características socio culturales de la misma. Este Centro, cuyo sistema permite la comunicación de las personas sordas con las oyentes, a través de intérpretes de lengua de señas, fue producto de una labor  articulada de la comunidad sorda del Paraguay a través de un trabajo de incidencia con el Estado. 
	RECOMENDACIONES: 
Se insta al Estado Paraguayo, a través de la Secretaria de Información y Comunicación de la Presidencia de la Republica, garantizar el pleno acceso a la información en formatos accesibles acorde a todas las necesidades de las Personas con Discapacidad y que estas acciones sean coordinadas con las organizaciones representativas de y para personas con discapacidad.

Se recomienda al Estado Paraguayo elaborar, con participación de las organizaciones de personas Sordas, la reglamentación de la Ley de lenguas en lo relativo a la Lengua de Señas.


Artículo 23: Respeto del hogar y de la familia

Los participantes en la elaboración del informe se refirieron a situaciones de esterilización forzosa de jóvenes y niñas con discapacidad a instancias habitualmente de sus propias familias. No hay protección legal contra  estas situaciones que asegure que no se proceda a este tipo de intervenciones si no se cuenta con el consentimiento libre e informado de la persona con discapacidad.

	RECOMENDACIÓN: 
Se recomienda al Estado Paraguayo prohibir toda practica tendiente a la esterilización forzosa de niñas y  mujeres adultas con discapacidad


Artículo 24: Educación

La situación en cuanto al acceso a la educación de los niños con discapacidad es especialmente preocupante. Además de un número importante de niños/as con discapacidad que no tiene ningún tipo de acceso a la educación, los niños/as con discapacidad que acceden a la educación regular normalmente no cuentan con los apoyos necesarios, sobre todo por la falta de personal cualificado.

El Relator Especial de Naciones Unidas sobre el derecho a la educación, Vernor Muñoz, visitó el Paraguay en abril del 2009 y en su informe incluyó la siguiente información relativa a la educación inclusiva, información que aun siendo algo antigua, evidencia la gravedad del problema:

“66. En el sistema educativo, más de 10.000 estudiantes de entre 6 y 18 años presentan alguna forma de discapacidad o limitación identificada. La tasa de analfabetismo en la población con discapacidad es del 43%, a diferencia del 7% entre la población general sin discapacidad de 10 años y más. Las discapacidades son a menudo producto de accidentes, enfermedades o de problemas de malnutrición en la infancia. Muchos de las niñas y niños que viven con discapacidades no acuden a la escuela, bien porque los centros no están habilitados para su atención, o porque sus padres y madres prefieren mantenerles en sus hogares.

67. Se estima que sólo el 36% de las personas con discapacidad que tienen entre 6 y 18 años de edad asisten a algún establecimiento escolar, a diferencia del 82% de las personas sin discapacidad. La condición de discapacidad constituye un importante factor de exclusión del sistema educativo, a saber: el 83% de la población discapacitada no ha superado seis años de la educación escolar básica, y sólo 8% de la población ha realizado algunos años de estudios secundarios y una muy reducida cúspide del 2% ha logrado estudios superiores.

68. El Relator Especial ha constatado la necesidad de crear programas especiales de atención a los estudiantes con discapacidades, mediante docentes especializados y materiales adaptados a sus necesidades particulares.”

El informe sobre los derechos humanos de las personas con discapacidad del 2010 elaborado por CONAPRODIS y otros, incluye estos ejemplos sintomáticos de las barreras a la educación:

“Padres y madres de niños y niñas con síndrome de Down, por ejemplo, manifiestan el largo derrotero del recorrido por escuelas que rechazan su inscripción, alegando falta de formación de los y las docentes, superpoblación de las aulas, negativa de los padres y las madres de otros alumnos y otras alumnas a que se eduquen en conjunto con niños y niñas con discapacidad, insuficiencia de materiales, inadecuación de la infraestructura, entre otros. La mayoría, finalmente, opta por llevar a sus hijos e hijas a algún centro de educación especial, mientras que en pocos casos logran la inscripción, pero sin que luego se produzcan las adecuaciones necesarias.

Otras historias son de niños y niñas con diversos tipos de discapacidad, pero en especial con discapacidad intelectual, aceptados en escuelas regulares, pero que no reciben el trato adecuado, en algunos casos ni siquiera matriculados en el sistema educativo regular, por lo que no existen para el MEC y, en la mayoría de las situaciones, las escuelas no realizan las adecuaciones curriculares pertinentes, alegando desconocimiento.”

En cuanto a la educación de los niños/as sordos/as, el mismo informe indica lo siguiente: 

“... a pesar de que existe una resolución ministerial de implementación de la lengua de señas en el sistema educativo nacional, los niños y las niñas con discapacidad auditiva siguen siendo sometidos a una educación excluyente. Los contenidos curriculares son impartidos por docentes bajo la modalidad oralista, sin las adecuaciones necesarias; es decir; aunque parezca irónico, se pretende que los niños y las niñas que no escuchan o presentan una pérdida auditiva aprendan escuchando. Esta realidad es análoga a la exclusión educativa de los niños y las niñas de los pueblos indígenas cuya lengua materna es una y asisten a las escuelas donde los maestros y maestras imparten las lecciones en otra. Los niños y las niñas con discapacidad auditiva deben aprender en su lengua natural la lengua de señas; y para el efecto, el MEC hasta la fecha no ha generado programa alguno tendiente al cumplimiento de su propia resolución y, por sobre todo, al cumplimiento de la CDPD.” 
	RECOMENDACIONES: 
Se recomienda al Estado Paraguayo cumplir con el Plan Nacional de Educación 2011/2024:

· Asignando los recursos necesarios a la Dirección General de Educación Inclusiva del Ministerio de Educación y Cultura para realizar los ajustes razonables que posibiliten  una educación inclusiva, oportuna y de calidad en todos los niveles.

· Concientizando a las familias y a la sociedad acerca del derecho de los niños y niñas con discapacidad en relación al derecho a la educación.

· Asegurando el acceso de todos los niños y niñas con discapacidad al sistema educativo regular, tomando medidas para mejorar el sistema educativo especial, unificar currículo, mejorar perfiles de salida, incorporando una visión inclusiva y asegurando la formación adecuada para el acceso al empleo, entre otros. 

A tal efecto se deberá invertir prioritariamente en la formación inicial de futuros profesionales relacionados con la educación, la capacitación continua de los docentes regulares sobre discapacidad y en la creación de una red de recursos humanos y tecnológicos de apoyo permanente para la educación inclusiva.

Se insta al Estado Paraguayo, a través de la Senadis y con participación de las organizaciones de y para personas con discapacidad, elaborar una Ley de Educación Inclusiva que establezca y regule el acceso, la permanencia y promoción  de niños/as, adolescentes con discapacidad al sistema educativo regular con las adecuaciones curriculares pertinentes a cada tipo de discapacidad.


Artículo 25: Salud

Los/as participantes en el taller de Asunción identificaron las siguientes barreras en el acceso a la salud de las personas con discapacidad:

· Ausencia de protocolos que permitan la detección temprana de la discapacidad y ausencia de información adecuada, que debe ser facilitada a los familiares cuando se detecta la aparición de una discapacidad

· Falta de preparación de los profesionales de la salud para comunicarse con las personas con discapacidad, p.e. con las personas sordas.

· Discriminación en el acceso a los seguros médicos, a lo que contribuye la ausencia de una legislación que proteja contra la discriminación por discapacidad.

· Ausencia de atención a la salud fuera de la capital

· Campañas de salud pública no accesibles para muchas personas con discapacidad, lo que hace que las personas con discapacidad estén en especial riesgo de contraer el VIH/SIDA, así como otras enfermedades.

En el informe del año 2010 sobre los derechos de las personas con discapacidad, elaborado por CONAPRODIS y otras entidades, se recoge esta información sobre el acceso a la salud de las personas con discapacidad:

“Las deficiencias del sistema nacional de salud nos permiten afirmar que el estado es hoy un productor de discapacidades, teniendo en cuenta que éstas son en su mayoría consecuencias de enfermedades y deficiencias en la primera infancia (enfermedades carenciales, infecciosas, secuelas debidas a la deficiente atención prenatal y perinatal, malnutriciones) que necesitan de atención con prontitud y eficiencia. 

Asimismo, los limitados recursos y la irracionalidad en la gestión del INPRO perpetúan la desprotección de las personas con discapacidad, sobre todo quienes no cuentan con recursos económicos suficientes, que deben seguir desplazándose hasta la capital para acceder a los servicios, establecimientos y bienes asociados al derecho a la salud. La cobertura en diagnóstico y rehabilitación no sobrepasa del 2%. Así también, las dificultades de acceso a servicios de rehabilitación dejan sin posibilidades de educación y trabajo a la mayoría de las personas con discapacidad.” 
	RECOMENDACIÓNES: 

Se insta al Estado paraguayo que:

· a través del Ministerio de Salud Publica y Bienestar Social asigne los recursos necesarios que garanticen el acceso a los servicios de salud y a la información relacionada  a la salud a todas las personas con discapacidad incluyendo las campañas y servicios relacionados con la educación sexual y reproductiva;
· Que el Ministerio de Salud elabore e implemente campañas de información dirigidas a los profesionales de la salud para brindar atención medica a las personas con discapacidad, incorporando al currículo de formación de los profesionales de la salud, módulos de formación para la atención a personas con discapacidad;   
· Que el Ministerio de Salud Publica y Bienestar Social, resolución ministerial mediante, resuelva que la atención a las personas con discapacidad deberá ser obligatoria en todos los servicios de salud del país, restringiendo la derivación a los centros especializados solamente en los casos que así lo requieran;
· Que garantice el enfoque de derechos humanos en las políticas públicas dirigidas a las personas con discapacidad, eliminando el enfoque medico;
· Que en la planificación de la red de promotores de la salud iniciada por el Ministerio de Salud Publica y Bienestar Social se considere la capacitación a los recursos humanos en todo lo referente a las personas con discapacidad, así como la inclusión como promotores de salud a las propias personas con discapacidad.


Artículo 26: Habilitación y rehabilitación

 Los mayores problemas en el ámbito de la rehabilitación se centran en la ausencia de dichos servicios en muchas zonas del país y en el enfoque asistencialista del mismo. El Ex INPRO, actual Dirección de Rehabilitación de la SENADIS, que hasta la fecha sigue brindando servicios de rehabilitación y diagnóstico, tiene oficina central en el Gran Asunción y cuenta con 3 sedes en localidades del interior del país  por lo que no brindan la cobertura suficiente y necesaria. Por tanto las personas con discapacidad del interior deben realizar costosos desplazamientos, para encontrarse con servicios sobrepasados por la demanda. En aquellos departamentos del país donde se presta este tipo de servicios, siempre por parte de entidades privadas, el enfoque de la rehabilitación es normalmente muy anticuado y no tiende a la inclusión social. Hay una total ausencia de control por parte del Estado sobre la calidad de los servicios de rehabilitación. Sin embargo, la nueva Senadis en su Decreto Reglamentario establece un  nuevo sistema de control de estos centros, pero esto es de muy reciente aprobación por tanto aún no se aplica. El acceso a las ayudas técnicas es muy limitado sobre todo en el interior del país,  por lo que las personas muchas veces deben trasladarse a la capital para tener acceso a ellas, lo que muchas veces no es posible.

	RECOMENDACIONES:
Se insta al Estado Paraguayo, a través del Ministerio de Salud, cumplir con lo establecido en su Código sanitario, donde en el Capitulo 9 artículos 55 y 56 se hace referencia a la creación y coordinación de servicios de rehabilitación. En este sentido, la Senadis, recientemente creada, deberá articular desde su Dirección de Protección y Rehabilitación, considerando el enfoque de rehabilitación basada en la comunidad, conforme lo establece la CDPCD, la habilitación de estos centros y servicios de rehabilitación desde un enfoque de derechos humanos a fin de evitar el desarraigo de las personas con discapacidad. 


Artículo 27: Trabajo y empleo

Una de las acciones más significativas dentro del Informe del Estado, es la relacionada al cumplimento de la Ley de Inclusión Laboral de Personas con Discapacidad en la Función Pública. Sin embargo, según el Informe emitido por la Secretaria de la Función Pública, el porcentaje de cumplimiento de dicha Ley es de solo el 10% entre las instituciones del Estado. De este porcentaje se debe resaltar la inequidad en cuanto al acceso al empleo para las personas con discapacidad psicosocial, intelectual, visual y  auditiva, el colectivo  de las personas con discapacidad física que si acceden a puestos de trabajos, enfrentan asimismo barreras para el traslado a sus respectivos empleos debido a las deficiencias del sistema de transporte público. La inequidad se da también en la perspectiva de género donde tenemos solo 378 mujeres contra 736 hombres con discapacidad incluidos en la función pública.

A ocho años de implementación de la Ley, en el año 2012 solo se realizaron 5 concursos públicos de oposición. Y en relación a los mismos, el funcionamiento de convocatorias separadas por tipos de discapacidad (distinguiendo entre las 5 categorías), aun habiéndose diseñado para asegurar que el sistema no excluya a ningún tipo de discapacidad, no parece que esté dando los resultados deseados en el caso de la discapacidad intelectual y  de la discapacidad psicosocial. Actualmente los concursos se plantean por tipos de discapacidad, pero en su gran mayoría excluyen del llamado a las personas con  discapacidad psicosocial y/o  intelectual, aun cuando los puestos pueden ser ocupados por las mismas. Estos sectores se ven principalmente afectados al momento de competir por los puestos de trabajo con otras discapacidades, pues las evaluaciones no se dan en equidad de condiciones. Por otro lado, si bien la conformación de la Mesa Interinstitucional al interior de la Función Pública es un avance importante, la participación de las organizaciones en la misma es muy limitada, pues no se les permite intervenir y no se les consulta en los proceso de elaboración de los perfiles, validación de los mismos, análisis de puestos y otros procesos para la inclusión laboral, lo que preocupa a las organizaciones de y para personas con discapacidad, puesto que la Secretaria de la Función Pública no cuenta con los recursos técnicos para asesorar debidamente a las instituciones en dichos procesos. Finalmente, después de un largo proceso de indefiniciones, fue asignada la Dirección de Salud mental, del Ministerio de Salud Publica y Bienestar Social como ente competente para la certificación de la discapacidad psicosocial, pero aun queda pendiente la elaboración del protocolo de evaluación y certificación, el cual debe ser elaborado con la participación de las organizaciones de y para personas con discapacidad psicosocial.
 No se ha  aplicado ningún tipo de sanción efectiva para el incumplimiento de la ley.

Con respecto al empleo privado, el sistema de cuota del 5% se aplica sólo a la empresa pública, no existiendo obligación o incentivo en la empresa privada. Hay un Proyecto de Ley de Incentivo para la Contratación de Personas con Discapacidad en empresas privadas, el cual fue elaborado con participación de algunas organizaciones de y para personas con discapacidad. Este proyecto tiene aprobación de Senadores y dictamen favorable en 2 comisiones de diputados.

Algunas de las barreras más importantes se sitúan fuera del propio ámbito del empleo: los bajos niveles de educación por las barreras de acceso a la educación (edilicias, urbanas, de actitudes, de procedimientos educativos, de comunicación, etc.) o la inaccesibilidad del transporte que hace que no sea rentable muchas veces para una persona desplazarse de su domicilio al centro de trabajo. 
	RECOMENDACIONES:
En relación al empleo en la función pública, se recomienda al Estado Parte que:

· la SFP habilite un servicio de asesoramiento técnico para la implementación efectiva de la Ley de Inclusión Laboral, dando participación más activa a las organizaciones de y para personas con discapacidad a través de la Mesa Interinstitucional.
· Que la SFP asegure el acceso al empleo a aquellos grupos de personas con discapacidad con mayores dificultades para el ejercicio de este derecho, habilitando por ejemplo los llamados específicos por tipo de discapacidad según la necesidad.  
· Ejecutar las medidas de sanción previstas por la Ley para los casos de incumplimiento por parte del Estado. 
En relación al empleo privado, se recomienda al Estado Parte:

· Aprobar y promulgar la Ley de Incentivo para la contratación de personas con discapacidad en las empresas privadas y reglamentar su cumplimiento con participación activa de las organizaciones de y para personas con discapacidad.



Artículo 28: Nivel de vida adecuado y protección social
 En este momento, no se cuenta en el Paraguay con ningún tipo de apoyo económico específico a las personas con discapacidad (y familias con niños/as con discapacidad) que les permitan hacer frente a los gastos derivados de la discapacidad. Existe un programa denominado TEKO PORA, dirigido a la población en situación de extrema pobreza. Las familias que cuentan con personas con discapacidad, se encuentran dentro del universo de beneficiarios, pero el monto que perciben es igual al de otras familias (ínfimo y descontextualizado de las necesidades derivadas de la discapacidad).
Existe además una pensión otorgada a adultos mayores de 60 años en situación de pobreza. Falta de información y trabas burocráticas dificultan el acceso de las personas con discapacidad a este beneficio. Asimismo, las personas con discapacidad en situación de dependencia de sus progenitores excombatientes de la Guerra del Chaco o aportantes del Seguro Social, pueden continuar recibiendo la pensión luego del fallecimiento de sus padres, aunque para ello deben superar muchas trabas burocráticas.
Sólo cuentan con una pensión las personas con discapacidad que hayan previamente trabajado y cotizado al Seguro Social, aunque estas ayudas son muy reducidas. A ello se añade que son pocas las personas que se benefician de esto, dado los altos niveles de desempleo de las personas con discapacidad.

Existe alguna iniciativa de subsidio ligado a la escolarización de niños, pero la experiencia demuestra que esto no se suele aplicar a los niños/as con discapacidad.

	RECOMENDACIONES:
Se recomienda al Estado Parte la creación de un subsidio dirigido a familias en situación de pobreza que  cuenten con personas con discapacidad, subsidio que deberá cubrir los gastos adicionales derivados de la discapacidad.
 Se recomienda al Estado Parte que las personas adultas mayores con discapacidad beneficiarios del Programa de Atención a Adultos Mayores, tengan acceso preferencial y reciban un complemento adicional dirigido a cubrir los gastos adicionales derivados de la discapacidad, garantizando mecanismos de control que  aseguren el uso adecuado del subsidio. 

Se recomienda que para la concesión del subsidio se establezcan criterios de selección además de un sistema de monitoreo que garantice que el apoyo monetario sea en beneficio de las personas con discapacidad.

Para el efecto se deberán realizar estudios socio económicos a cada familia, priorizando a las familias de extrema pobreza.


Artículo 29: Participación en la vida política y pública

Cómo el propio informe de Estado indica, la Ley electoral paraguaya excluye a los “sordomudos” que no sepan hacerse entender por escrito u otros medios.

Asimismo, los participantes en el taller comentaron que la información electoral no es accesible para muchas personas con discapacidad. 

La mayor parte de los colegios electorales no son accesibles. En cuanto a la posibilidad de que una persona con discapacidad pueda votar acompañada de una persona de su confianza, el reglamento de la Ley electoral le da esta facultad solo a las personas ciegas, pero no al resto de personas con discapacidad que quieran hacer uso de esta posibilidad.

También se conocieron casos de personas ciegas, que dudaban de que su acompañante haya marcado la casilla de su elección en el momento del voto, y se solicitó al presidente de mesa que verifique, pero no accedieron debido a que el voto es secreto. 

	RECOMENDACIÓN:
El Comité recomienda al Estado Parte:

· Reformar la Ley N.º 834, que establece el Código Electoral de Paraguay, que en el Libro III, Proceso Electoral, Titulo I, Deberes y Derechos de los Electores, Capitulo I, Derecho al Sufragio, Articulo 91, enciso a y b, inhabilita para ejercer el voto a los interdictos judicialmente y “sordomudos que no sepan hacerse entender por escrito o por otros medios”.
· Que el Tribunal Superior de Justicia Electoral realice de manera efectiva y en articulación con las organizaciones de y para personas con discapacidad, las adecuaciones de infraestructura, de comunicación y acceso a la información y de procedimientos que garanticen el acceso al voto a todas las personas con discapacidad, incluyendo el uso del voto asistido por una persona de confianza del votante.


Artículo 30: Participación en la vida cultural, las actividades recreativas, el esparcimiento y el deporte
INTERVENCIÓN DEL ESTADO EN EL DEPORTE DE LAS PERSONAS SORDAS

Las actividades deportivas de las personas sordas se registran a partir de la creación de la primera organización de personas sordas, en el año 1961. Desde entonces se desarrollaron numerosos eventos deportivos, principalmente en la disciplina del fútbol, con la participación de clubes integrados por atletas sordos. Estos eventos llegaron inclusive a alcanzar proyección internacional, con los sordos paraguayos compitiendo en torneos internacionales con otras organizaciones de los países vecinos: Argentina, Brasil, Uruguay, Bolivia, Chile, Perú y Venezuela. Paraguay fue uno de los fundadores de la Confederación Sudamericana Deportiva de Sordos – CONSUDES, que es actualmente el organismo rector del deporte de las personas sordas en Sudamérica. 

Hacia el año 2001 y posteriores, ante el surgimiento de nuevas asociaciones, se planteó la creación de una Federación deportiva, realizándose las consultas ante la Secretaría Nacional de Deportes – SND – la cual recomendó ceñirse a lo establecido en la Ley del Deporte, que establece una cantidad mínima de 3 asociaciones para constituir una Federación. 

Las organizaciones de personas sordas que ya contaban con actividades deportivas comenzaron a reunirse para estudiar los estatutos de la futura federación, no sin antes organizar eventos deportivos para reunir los recursos necesarios para cubrir los gastos que demandarían la inscripción de la personería jurídica de la misma.

En ese tiempo, sin conocimiento de las organizaciones representativas de las personas sordas, la SND reconoció e inscribió a una Federación creada con apoyo político del Gobierno, violando su propia Ley del Deporte, ya que la nueva “Federación” estaba integrada solamente por una asociación, y en el momento de la inscripción no contaba con la personería jurídica exigida por la ley. La asociación citada, además, había sido creada apenas unos meses antes.

Ante esta clara manipulación de los derechos de las personas sordas, se presentaron los recursos en las instancias gubernamentales, inclusive de parte de las organizaciones internacionales del deporte sordo,  las cuales no fueron tenidas en cuenta, pues el Gobierno se aferra hasta ahora a la política de los hechos consumados. En consecuencia, el deporte de las personas sordas no puede acceder a la ayuda gubernamental para el desarrollo de sus actividades en igualdad de condiciones. Este apoyo, sí existe para el deporte de las personas con otras discapacidades: ciegos, Olimpíadas Especiales, deporte en silla de ruedas, etc.

Actualmente la SND, ante las presiones y en su afán de enmendar los gruesos errores, impulsa la realización de una asamblea de organizaciones de personas sordas para solucionar el conflicto, situación esta que se mantiene hasta ahora.

Denunciamos la situación ante el Comité, invocando la Convención, específicamente los artículos:

 29, inciso: “la constitución de organizaciones de personas con discapacidad que representen a estas personas a nivel internacional, nacional, regional y local, y su incorporación a dichas organizaciones” 

Art. 30, inc. 5, b: “Asegurar que las personas con discapacidad tengan la oportunidad de organizar y desarrollar actividades deportivas y recreativas específicas para dichas personas y de participar de dichas actividades y, a ese fin, alentar a que se les ofrezca, en igualdad de condiciones con las demás, instrucción, formación y recursos adecuados”
No existen normativas, leyes ni programas relacionados al deporte adaptados para personas con discapacidad, las organizaciones de la sociedad civil de y para personas con discapacidad impulsan y realizan programas y acciones con muy poco apoyo del Estado.

Las instalaciones deportivas, de recreación, de ocio, de cultura, no cuentan con condiciones de accesibilidad ni arquitectónica, comunicacional, de acceso a la información y tampoco los empleados y funcionarios de estos servicios están sensibilizados para brindar apoyo a las personas con discapacidad que asistan a los mismos.
	RECOMENDACION:
Se recomienda al Estado Paraguayo, a través de la Secretaria Nacional de Deportes y la Secretaria Nacional de Cultura y otros entes relacionados al ocio, la recreación, el deporte y la cultura establecer políticas, planes, programas y estrategias de prácticas  deportivas, culturales, recreativas y de ocio para personas con discapacidad con una visión inclusiva y accesible. 


Se recomienda al Estado Paraguayo garantizar el acceso de las personas con discapacidad a los servicios de recreación, deporte, ocio y cultura, sensibilizando y formando a los funcionarios de estos servicios, haciendo especial énfasis en los niños y niñas con discapacidad.
Se recomienda al Estado Paraguayo,  a través del Ministerio de Educación y Cultura, y otros entes pertinentes, incorporar en la malla curricular de formación de los profesionales del deporte, la cultura, la danza, y otras modalidades artísticas, recreativas y deportivas, el abordaje de inclusión de personas con discapacidad.


Artículo 6: Mujeres con discapacidad
Las y los participantes en la elaboración del informe destacaron los siguientes aspectos sobre las barreras que se encuentran las mujeres con discapacidad y la discriminación adicional a la que hacen frente:

· Ninguna visibilidad ni transversalidad de la temática de la Mujer y la Discapacidad en las políticas públicas, como por ejemplo en el tema de la Planificación Familiar, donde todos los materiales de difusión no son accesibles
· Ninguna credibilidad de las denuncias realizadas por mujeres con discapacidad cuando son víctimas de violencia.
· Escasa accesibilidad actitudinal en las instituciones públicas, reflejo de la cultura machista que aún persiste.
· Aunque en el Plan Nacional de Igualdad de oportunidades entre Mujeres y Hombres 2008-2017 (PNIO), se incorporó en el Artículo 4.8 la "Elaboración de la propuesta de inclusión laboral para personas con discapacidad e indígenas", la ausencia de un departamento dedicado a mujeres y niñas con discapacidad en la secretaría de la Mujer hace que esto no haya  producido ningún resultado efectivo.
· El acceso al mundo laboral es más difícil para la mujer con discapacidad, esto se debe en parte a la sobreprotección o aislamiento por parte de la familia como se evidencia en las cifras ya citadas en el apartado de Empleo donde se ve la notable diferencia entre cantidad de hombres y mujeres con discapacidad que ocupan cargos en la función pública. 

En el plan de la Secretaria de la Mujer está incorporado la palabra mujer con discapacidad pero no hay acciones específicas orientadas al sector. Faltan políticas reales con perspectiva de género y discapacidad y por ende el tema no esta transversalizado. 

La sobreprotección y/o aislamiento es más grave en las mujeres, esto afecta en su educación, en su vida social y laboral.
Las tentativas de establecer  convenios con la Secretaria  de la Mujer fueron en vano. 
	RECOMENDACIÓN:
Se recomienda al Estado Parte la creación de un Departamento de Mujeres con Discapacidad en la Secretaría de la Mujer, que deberá incluir entre sus funciones la plena inclusión de las mujeres con discapacidad en la aplicación del Plan Nacional de Igualdad de oportunidades entre Mujeres y Hombres 2008-2017 (PNIO).


Artículo 7: Niños y niñas con discapacidad

El Comité sobre los Derechos del Niño en sus observaciones finales adoptadas en su sesión de enero de 2010, destacó su preocupación por situaciones de discriminación a la que se enfrentan, entre otros los niños y niñas con discapacidad.

Asimismo, el Comité incluyó la siguiente información y recomendaciones en sus observaciones finales de enero de 2010:

“Niños con discapacidad”
48. El Comité celebra las diferentes iniciativas y esfuerzos llevados a cabo para garantizar los derechos de los niños con discapacidad en el Estado parte, en particular la ratificación de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. Sin embargo, le preocupa que no haya ninguna política general ni plan nacional destinado específicamente a este sector de la población. Además, el Comité lamenta que los niños con discapacidad sigan siendo víctimas de discriminación, que no se capacite adecuadamente a los maestros para satisfacer sus necesidades y que no se recopilen datos sobre esos niños.

49. El Comité recomienda al Estado parte que siga aplicando las medidas de protección y promoción de los derechos de los niños con discapacidad, teniendo en cuenta la Observación general Nº 9 (2006), relativa a los derechos de los niños con discapacidad, el artículo 23 de la Convención, la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad y: 

a) Preparando una política y adoptando un plan de acción específico para proporcionar atención de la salud, educación general y protección a los niños y los adolescentes con discapacidad;

b) Reforzando las instancias de formulación de las políticas, dotándolas de la estructura y la capacidad institucionales necesarias para coordinar la concepción y la aplicación de políticas generales;

c) Publicando datos desglosados fiables y de alta calidad sobre el alcance y las causas de la discapacidad;

d) Redoblando los esfuerzos para proporcionar los recursos profesionales (es decir, especialistas en discapacidad) y financieros necesarios, especialmente en el plano municipal, y promover y ampliar los programas de rehabilitación basados en la comunidad, como los grupos de apoyo a los padres, para atender a todos los niños con discapacidad.”

En Paraguay no existe una prohibición expresa que prohíba el castigo físico de los niños y niñas. Dado que los niños y niñas con discapacidad son especialmente vulnerables con respecto a estas situaciones tanto en el ámbito familiar como en el ámbito doméstico, sería importante contar con esta prohibición expresa. En el año 2011 se presentó un proyecto de ley en este sentido.

	RECOMENDACIONES:

Se recomienda al Estado Parte garantizar que: 

· la discapacidad sea tema transversal en el Plan Nacional de desarrollo integral de la Primera Infancia 2011-2020;
· la cobertura médica de los niños y niñas con discapacidad;
· la inclusión de los niños y niñas con discapacidad en el sistema escolar, considerando los ajustes razonables, entre ellos el entorno lingüístico requerido por los niños y niñas sordos;

· la información precisa para la detección temprana de la discapacidad;

· que los servicios de ocio y recreación sean inclusivos y accesibles.


Artículo 31: Recopilación de datos y estadísticas
El Estado Paraguayo realizó un Censo Nacional de Población y Vivienda en el mes de octubre del 2012, previendo su terminación en 30 días, sin embargo la toma de datos se extiende hasta la actualidad.

Actualmente se cuenta con datos preliminares oficiales que hablan de un porcentaje aproximado al 12 % de población de personas con discapacidad, lo cual constituye un avance en relación al Censo anterior que refería menos del 1% de población con algún tipo de discapacidad.

En los trabajos preparatorios al Censo, las organizaciones de y para personas con discapacidad fueron convocadas. En el proceso y debido a ciertas divergencias relacionadas con el estilo de redacción de las preguntas a ser incorporadas en la boleta censal, algunas organizaciones se retiraron de la mesa de trabajo.

Las organizaciones de personas sordas solicitaron la revisión y ajuste de la pregunta referida a la discapacidad auditiva, propuesta que no fue considerada.
Se menciona como aspecto innovador, la ampliación de las preguntas sobre discapacidad de 1 a 5 (por tipo de discapacidad), incluyendo una de discapacidad psicosocial que no era considerada originalmente y que fue propuesta por las organizaciones de personas con discapacidad psicosocial.
Si bien se llevo a cabo una campaña de sensibilización sobre Censo y discapacidad y acciones de capacitación para censistas, las mismas fueron iniciativas de una organización de la sociedad civil que elevó sus propuestas al Estado recibiendo su apoyo y aprobación para la ejecución de las mismas. Las actividades referidas a la capacitación de los censistas tuvieron limitaciones presupuestarias y organizativas, pues solo se contaban con los fondos otorgados por la organización civil, sin contar con una contraparte financiera por parte del Estado para estas acciones relacionadas a la discapacidad. Por tanto, las mismas no pudieron realizarse de la mejor manera a fin de que  lleguen en tiempo y forma para la toma de datos efectiva de la población con discapacidad . Por otro lado, la terminología “mongólico” utilizada para aclarar la pregunta sobre discapacidad intelectual, generó confusiones y reacciones dispares en la ciudadanía, las organizaciones que trabajan en el sector de la discapacidad intelectual participantes en la elaboración del presente informe refirieron que dicho termino fue producto de un consenso  entre varias organizaciones del sector de la discapacidad intelectual  luego de la puesta a prueba de la pregunta sin esta aclaración, donde constataron que la misma no era comprendida y por tanto no podría levantar datos de población con discapacidad intelectual. Se aclara que así como organizaciones que trabajan en el sector de la discapacidad intelectual consensuaron usar este término, fueron numerosas las organizaciones  de y para personas con discapacidad que se opusieron por estar  en contraversión con la CDPCD.
Lamentablemente un gran número de personas con discapacidad no ha sido Censada, lo cual también generó quejas y reacciones por parte de los afectados.

Debido a cuestiones presupuestarias, muchos censistas fueron a la huelga y otra gran cantidad renunció, teniendo que contratarse nuevas personas, a las que no se pudo reentrenar. Las falencias presentadas en la toma de datos  origino la destitución de la Directora de la Dirección Nacional de Estadísticas encuestas y Censos.
	RECOMENDACIONES:
Se insta al Estado Paraguayo garantizar la incorporación de la temática sobre la discapacidad en encuestas y estudios relacionados a la población en el ámbito de la salud, educación y el empleo (Encuesta continua de empleo) de manera articulada con las organizaciones de y para personas con discapacidad.
Se recomienda al Estado Parte complementar los datos del Censo Nacional con una Encuesta Nacional sobre Personas con Discapacidad con participación activa de las organizaciones de y para personas con discapacidad.




Artículo 33: Aplicación y seguimiento nacionales
Actualmente se cuenta con la Secretaria Nacional por los derechos humanos de las Personas con Discapacidad, a través de la Ley 4720/12, conforme a la misma, la Ley 780/78 de creación del Instituto Nacional de Protección a Personas Excepcionales (INPRO) fue derogada.

El INPRO pasó a constituirse en la Dirección de Protección y Rehabilitación de la mencionada Secretaria; esta incorporación fue propuesta por el Senador Marcelo Duarte y la misma generó reacciones contrapuestas en el sector de las organizaciones de y para personas con discapacidad.

Algunas organizaciones se retiraron de la mesa de trabajo pues no consideran que el INPRO, cuyo abordaje asistencialista y medico ha sido característico de su accionar durante más de 30 años, ahora como ex institución rectora del área, pase a formar parte de la SENADIS, la cual conforme a dichas organizaciones debe constituirse en un ente rector y normativo de la discapacidad y no prestar servicios de atención directa a las personas con discapacidad. Si bien algunas organizaciones continuaron el trabajo con el Estado para lograr la reglamentación de la Ley, las organizaciones que se retiraron de la mesa de trabajo sugirieron el veto parcial a la Ley, pues consideran  que un reglamento no puede desvirtuar lo ya establecido por el Ley, y en la Ley de creación de la SENADIS se explicita que el INPRO pasa a la SENADIS para prestar servicios directos a las personas con discapacidad.
Existe otro sector de las organizaciones de y para personas con discapacidad que continuaron el proceso, participando en la elaboración del decreto reglamentario, recientemente aprobado, donde se establece que la SENADIS, tiene la misión de transversalizar el tema de discapacidad y asegurar que se cumplan los derechos de las personas con discapacidad a través de políticas a ser implementadas por medio de las diversas instituciones del Estado, eliminando toda función de atención directa o asistencia a personas con discapacidad. En este Decreto, se establece que la Dirección de Protección y Rehabilitación a Personas con Discapacidad tiene la función general de fomentar, asesorar y verificar las acciones de rehabilitación realizadas por los diferentes programas y centros existentes y/o crearse.
La plena implantación de la futura SENADIS en todos los departamentos y distritos del país se ve cómo la mejor opción de cara a romper con la situación actual, en la que existe un abismo entre la situación de las personas con discapacidad en la capital y en el resto del país.
 Aún no existe en la práctica un mecanismo de coordinación entre los diversos Ministerios del País y la sociedad civil. En  el decreto reglamentario de la Senadis, se establece el Concejo Nacional de Discapacidad, instancia de articulación entre la sociedad civil y representantes de las principales instituciones del Estado vinculadas con la creación de políticas públicas. 

Por otro lado, el informe de Estado ni siquiera muestra predisposición para cumplir con su obligación de establecer  (o asignar) a una entidad ya existente la tarea de monitorear de forma independiente la aplicación de la CDPD, en línea con lo previsto en el párrafo 2 del Artículo 33 de la CDPD. No parece que hasta la fecha, la Defensoría del Pueblo de Paraguay haya mostrado gran interés por incluir en su ámbito de actuación los derechos de las personas con discapacidad.

	RECOMENDACIONES:

Se recomienda al Estado de Paraguay nombrar oficialmente a la Defensoría del Pueblo de Paraguay como organismo responsable del seguimiento independiente de la aplicación de la CDPD en Paraguay. Para ello,  deberá crear un departamento específico de personas con discapacidad, que cuente  con los recursos necesarios para poder funcionar efectivamente y que  asimismo involucrará activamente en su trabajo a las organizaciones representativas de personas con discapacidad a través de la creación de una Mesa Permanente donde estén representados todos los sectores de la  discapacidad.

Se recomienda al Estado Paraguayo cumplir con lo establecido por el Decreto reglamentario, sobre todo en lo que respecta a la creación de un mecanismo de articulación entre la sociedad civil y el Estado, cuya composición debe incluir a partes iguales a representantes de los diferentes ministerios y a representantes de organizaciones de y para personas con discapacidad. Este Comité Consultivo que deberá reunirse con carácter (trimestral) debe incluir entre sus funciones la emisión de dictámenes relativos a cualquier ley general que afecte a personas con discapacidad, dictamen que deberá ser tenido en cuenta antes de la promulgación de dicha ley.




TEMAS PRIORITARIOS
ARTÍCULO 5: IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN:

Se recomienda al Estado Parte la creación y promulgación participativa por parte del Estado y las organizaciones de y para personas con discapacidad, de una Ley General de No Discriminación hacia las Personas con Discapacidad que proteja a las mismas contra todo tipo de discriminación y promueva la aplicación de las medidas afirmativas y ajustes razonables pertinentes para su plena participación en la sociedad.
ARTÍCULO 8: TOMA DE CONCIENCIA:
Se insta al Estado Paraguayo que diseñe e implemente una política que asegure el uso adecuado de la terminología referida a las personas con discapacidad, en todos los ámbitos del país, conforme a lo establecido en la CDPD y que  genere los mecanismos pertinentes para la aplicación, divulgación y difusión de su uso. La terminología que deberá incluirse es la que se utiliza en la CDPD.
ARTÍCULO 33: APLICACIÓN Y SEGUIMIENTO NACIONALES:
Se recomienda al Estado de Paraguay nombrar oficialmente a la Defensoría del Pueblo de Paraguay como organismo responsable del seguimiento independiente de la aplicación de la CDPD en Paraguay. Para ello, deberá crear un departamento específico de personas con discapacidad, que cuente con los recursos necesarios para poder funcionar efectivamente y que asimismo involucrará activamente en su trabajo a las organizaciones representativas de personas con discapacidad a través de la creación de una Mesa Permanente donde estén representados todos los sectores de la Discapacidad.

Se recomienda al Estado Paraguayo cumplir con lo establecido por el Decreto reglamentario, sobre todo en lo que respecta a la creación de un mecanismo de articulación entre la sociedad civil y el Estado, cuya composición debe incluir a partes iguales a representantes de los diferentes ministerios y a representantes de organizaciones de y para personas con discapacidad. Este Comité Consultivo que deberá reunirse con carácter (trimestral) debe incluir entre sus funciones la emisión de dictámenes relativos a cualquier ley general que afecte a personas con discapacidad, dictamen que deberá ser tenido en cuenta antes de la promulgación de dicha ley.

